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 Resumen Este artículo examina el acceso a la justicia de las generaciones futuras indígenas en el con-

texto de la justicia climática ante el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 

(CDH). Se centra en el caso Daniel Billy et al. vs. Australia (2022), donde se argumentó que 

el cambio climático, derivado de la inacción estatal, vulnera los derechos humanos de las co-

munidades indígenas australianas de las Islas Torres, afectando sus modos de vida y su super-

vivencia cultural. El análisis destaca las barreras procesales que enfrentan las generaciones 

futuras para ser reconocidas como sujetos de derechos, especialmente la falta de legitimidad 

procesal (ius standi). A través de este caso, el artículo subraya la importancia de integrar prin-

cipios de equidad intergeneracional y justicia climática en el derecho internacional para pro-

teger los derechos de las futuras generaciones. Concluye que el derecho a la vida, según el 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), debería interpretarse para incluir 

la protección de la vida futura, especialmente ante amenazas climáticas. 

 Palabras clave justicia climática, equidad intergeneracional, derechos indígenas 

 Abstract This article examines the access to justice for future indigenous generations in the context of 

climate justice before the United Nations Human Rights Committee (HRC). It focuses on the 

case Daniel Billy et al. vs. Australia (2022), where it was argued that climate change, stem-

ming from state inaction, violates the human rights of the indigenous Australian communities 

of the Torres Islands, affecting their way of life and cultural survival. The analysis highlights 

the procedural barriers future generations face in being recognized as rights-bearing subjects, 

especially the lack of legal standing (ius standi). Through this case, the article underscores the 

importance of integrating principles of intergenerational equity and climate justice into inter-

national law to protect the rights of future generations. It concludes that the right to life, under 

the International Covenant on Civil and Political Rights (ICCPR), should be interpreted to 

include the protection of future life, especially in the face of climate threats. 

 Keywords climate justice, intergenerational equity, indigenous rights 
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Nós, 

os povos das Nações Unidas, 

decididos a preservar as gerações vindouras 

Preâmbulo do Carta das Nações Unidas 

1. Introducción 

Esta investigación nace de la inquietud de aprender y profundizar en el acceso a la justicia en el ámbito del 

derecho internacional de los derechos humanos. Inquietud sembrada en el I Congreso Internacional sobre 

Acceso a la Justicia en los Tribunales Internacionales celebrado en la Universidad de Málaga en mayo de 

2023. Este aporte parte de la pregunta de investigación: ¿cómo se articula el ius standi de las generaciones 

futuras indígenas ante el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (CDH)? 

Para su estudio, me serviré del análisis del asunto Daniel Billy et al. contra Australia de 2022 frente al CDH1. 

Se trata de un litigio por una causa climática en la que no es baladí la referencia a la protección de las gene-

raciones futuras indígenas frente a los efectos perversos del cambio climático. En las causas climáticas se da 

la intrigante paradoja de que las generaciones futuras indígenas, son los sujetos más vulnerables, y son las 

generaciones jóvenes quienes actúan como las principales impulsoras de estas luchas2. Este caso seleccionado 

para su estudio resulta paradigmático por ser el primer caso de un órgano cuasi-judicial que ha decidido en 

favor de un pueblo indígena y en el que se alega la protección de las generaciones futuras. 

El objetivo general de este artículo versa sobre el estudio del acceso a la justicia ante el CDH de las genera-

ciones futuras indígenas en causas climáticas a través del análisis del asunto Daniel Billy et al. contra Aus-

tralia. Los objetivos específicos se han estructurado en epígrafes con entidad autónoma, por tanto, se enu-

meran de la siguiente manera: 

- Inicialmente, el segundo epígrafe contiene dos premisas: la primera construye la interrelación entre el 

acceso a la justicia de los individuos y la subjetividad internacional del mismo, con mención especial a 

la subjetividad internacional de las generaciones futuras. La segunda premisa desarrolla la (In)justicia 

climática para las generaciones futuras indígenas. 

- Seguidamente, el tercer epígrafe, aborda la demanda individual ante el CDH mediante el estudio de las 

condiciones de admisibilidad a este sistema cuasi-judicial. En primer lugar, se parte de la hipótesis de 

que las numerosas prerrogativas de selección de casos y las condiciones que este Comité establece para 

determinar la admisibilidad alejan a los individuos de la oportunidad de reclamar un derecho efectivo 

para obtener justicia 

- A continuación, el cuarto epígrafe, analiza el asunto Daniel Billy et al. contra Australia, de 2022 frente 

al CDH. 

                                                           

1CDH, Daniel Billy y otros c. Australia, Admisibilidad y dictamen de fondo, No. 3624/2019, CCPR/C/135/D/3624/2019, 22 de 

septiembre de 2022, párr. 5.8. 

2 El Panel Intergubernamental de expertos sobre Cambio Climático ha denunciado la elevada vulnerabilidad de las generaciones 

futuras frente a los efectos del cambio climático. Véase IPCC (2023) Sixth Assessment Report. Working Group II-Impacts, Adaptation 

and Vulnerability. Overarching Frequently Asked Questions and Answers: How will climate change affect the lives of today’s chil-

dren tomorrow, if no immediate action is taken? https://www.ipcc.ch/report/ar6/wg2/about/frequently-asked-questions/keyfaq3/. En 

el ámbito de la justicia climática en órganos cuasi-judiciales de Naciones Unidas también destaca el asunto Chiara Sacchi frente al 

Comité de Derechos del Niño. En este asunto el Comité reconoció la violación por parte del Estado de la Convención para los 

derechos del niño haciendo mención a la naturaleza de víctimas que conforman los menores y la afectación a derechos tanto presentes 

como futuros. Véase, Chiara Sacchi et. al v. Argentina. Comunicación 23 septiembre 2019, decisión 11 noviembre 2021, párr. 10-

13. https://climatecasechart.com/non-us-case/sacchi-et-al-v-argentina-et-al/ 
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- En primer lugar, se plantea la expresión procesal del acceso al CDH por parte de las gene-

raciones futuras en el caso concreto: su ius standi (a). 

- En segundo lugar, se plantea la expresión sustancial del acceso a la justicia, presentando un 

hilo argumental sobre cómo la falta de ius standi de las generaciones futuras ante el CDH 

afecta a su “goce futuro de la vida” en relación con el artículo 6 del Pacto Internacional de 

los Derechos Civiles y Políticas (PIDCP) (c). 

- Por último, el quinto epígrafe contendrá a modo telar algunas conclusiones e ideas finales que servirán 

tanto de recapitulación como de espacios para nuevas ideas de investigación. 

2. La humanización del derecho internacional a través de la Justicia Climática Intergene-

racional para las generaciones futuras indígenas 

El derecho internacional (DI) se está transformando hacia una humanización que reconoce los derechos in-

dividuales, especialmente en la Justicia Climática Intergeneracional, para proteger a las generaciones futuras 

y a las comunidades indígenas de los efectos del cambio climático. Este enfoque amplía la responsabilidad 

ambiental y otorga a los individuos un ius standi ante tribunales internacionales. Como señaló el profesor 

Pureza (2007) en el Congreso arriba referido, el acceso a la justicia debe ser interseccional, abordando las 

discriminaciones que enfrentan los pueblos indígenas debido al cambio climático y su vulnerabilidad social. 

Así, la Justicia Climática Intergeneracional es una herramienta de justicia social que busca remediar las de-

sigualdades estructurales, especialmente las sufridas por los pueblos indígenas. 

a. Primera Premisa: subjetividad internacional del individuo y acceso a la justicia. La pecu-

liaridad de las generaciones futuras 

Francioni consideraba que probablemente no existía un DI consuetudinario de los individuos a acceder a las 

instituciones internacionales (2007, p. 8). La doctrina positivista ortodoxa del DI sostiene que este sistema 

está regido exclusivamente por las relaciones entre los Estados, quienes son los únicos titulares de derechos 

y obligaciones, incluyendo el derecho a presentar reclamaciones ante tribunales internacionales, siempre con 

el consentimiento del Estado demandado. Según esta corriente, los individuos no son sujetos de derechos u 

obligaciones internacionales. Kammerhofer (2016, p. 45) defiende que el DI sigue siendo un sistema entre 

Estados soberanos, y Tams (2018, p. 23) sostiene que los derechos y obligaciones internacionales se limitan 

a los Estados, siendo los individuos sujetos de derechos solo en tratados específicos. Estas posturas se basan 

en pensadores como Triepel, Anzilotti y Verdoss, quienes afirmaban que los individuos no tienen personali-

dad jurídica internacional, sino que son considerados “objetos protegidos” por el derecho (Hernández, 2024, 

p. 175). En oposición, la doctrina liberal desafió esta visión centrada en los Estados, promoviendo una con-

cepción “monista” que reconoce a los individuos como sujetos de derechos, con capacidad para reclamar ante 

tribunales internacionales. Juristas como Duguit, Scelle y Kelsen ya no consideraron a los individuos como 

meros objetos de derecho (Francioni, 2007, p. 6). En los años 60, pensadores como O’Connell, Partsch y 

Mosler argumentaron que los principios internacionales debían aplicarse directamente a los individuos, tanto 

en tribunales nacionales como internacionales, y Mosler (1980, p. 61) vinculó el concepto de ius cogens con 

el derecho de los individuos a exigir el respeto de estos principios por parte de los Estados. Finalmente, Agius 

(1990, p. 27) observó la continuidad en la expansión de los derechos humanos, desde el individuo hacia la 

colectividad y la humanidad en su conjunto. 

Roucounas (2019, p. 512) señala que persisten distinciones abstractas sobre el estatuto internacional del in-

dividuo, clasificándolo como un sujeto “excepcional”, “secundario” o “derivado” del DI. No obstante, la idea 

de otorgar al individuo una subjetividad internacional sigue siendo relevante. Roucounas (2019) subraya la 

centralidad de los individuos en el DI y aboga por ver los sistemas jurídicos nacional e internacional como 

un conjunto integrado. En este sentido, Paust (2010, p. 1001) sostiene que los individuos, como actores clave 

https://doi.org/10.24215/2618303Xe070
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en los sistemas internacionales, deberían gozar de personalidad jurídica en ambos ámbitos, basando su teoría 

en la conexión entre la ley, los derechos humanos y el rol del individuo en la comunidad global. 

En esta «prisión intelectual voluntariamente elegida»3 sobre la subjetividad internacional, la superación del 

individuo frente a la humanidad como destinataria global de las normas internacionales marca el giro hacia 

la perspectiva humanista del DI con las aportaciones de Dupuy, Allott, Meron, Peters e, indudablemente, 

Cançado Trindade (Peters y Sparks, 2024, pp. 6-8). La construcción conceptual de la representación legal de 

la humanidad como un todo goza de buena salud. El camino de Cançado Trindade hacia su jus gentium se 

mantiene hoy más vivo que nunca en los desarrollos de la doctrina internacionalista, se resalta aquí la de 

habla hispana por razón del conocimiento situado de la autora: Fernández-Sánchez, 2023; Jiménez Sánchez, 

2023; Villegas Delgado y Alcaide-Fernández, 2023; Surasky, 2022; Almeida, 2022. 

Esta corriente de pensamiento humanizadora del DI también incluye a doctrina que promueven la perspectiva 

del “derecho como proceso social”, alejándose del Estado como único sujeto del derecho y priorizando la 

participación de los individuos y colectivos en el desarrollo del DI. Así, la escuela sociológica del DI parte 

de una revisión crítica del Estado como sujeto principal del DI y se centra en el derecho como un proceso de 

adaptación constante a las demandas sociales (Pureza, 2007, p. 250). Este enfoque destaca a los participantes 

en el derecho, en lugar de los sujetos tradicionales, promoviendo una visión liberal donde los seres humanos 

son agentes activos en la organización social a través del derecho, en lugar de subordinados pasivos a la 

autoridad jurídica y las fuentes formales del derecho (Peters, 2024, p.161). Chimni, ante la pregunta de si el 

individuo es sujeto para el DI, parte del postulado de que “Un DI centrado en el ser humano no puede surgir 

en un orden mundial desigual e injusto. Semejante orden sólo puede dar lugar a un DI deshumanizado” (2024, 

p. 235). Desde la perspectiva de Third World approaches to international law (TWAIL), las posturas actuales 

sobre el estatuto jurídico del individuo en el DI no abordan las limitaciones impuestas por estructuras pro-

fundas como el capitalismo, el patriarcado y el racismo, que impiden el reconocimiento pleno del individuo 

como sujeto de derecho. Estas posturas también omiten el impacto del imperialismo, un fenómeno central en 

las relaciones internacionales desde el siglo XVII, cuyas consecuencias devastadoras han afectado a indivi-

duos en naciones vulnerables, tanto en contextos coloniales como poscoloniales. Desde los enfoques Femi-

nistas del DI, aunque se reconocen los avances en derechos para las mujeres, se concluye que, en la práctica, 

las mujeres aún no han alcanzado una subjetividad plena en este ámbito, ya que la estructura patriarcal sigue 

influyendo significativamente en las normativas y políticas internacionales (Houghton, 2024, p. 266). 

Este artículo apoya la doctrina que sostiene que el cambio decisivo en la subjetividad internacional del indi-

viduo no se produjo tanto con la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, sino con el reco-

nocimiento, a través de tratados en Europa (1950), América (1969) y África (1987), del derecho de petición 

individual ante órganos cuasi-judiciales y judiciales internacionales. Mosler fundamenta la subjetividad in-

ternacional del individuo en el reconocimiento de la personalidad jurídica en instrumentos como la Declara-

ción Universal de los Derechos Humanos (art. 6) y el PIDCP (art. 16), argumentando que estos textos de-

muestran que el individuo es reconocido como sujeto de DI. Para Mosler, esto implica que, aunque la natu-

raleza de la capacidad jurídica varía según el ámbito, el DI reconoce desde el principio tanto los derechos 

como los deberes del individuo (1980, p. 63). 

En esta urdimbre reflexiva entorno a la subjetividad internacional de los individuos y con un planeta en crisis 

climática continua surge la pertinente pregunta de qué lugar ocupan las generaciones futuras como sujetos de 

DI. Partiendo del axioma que, sin humanidad no existe Estado —de la pervivencia de la humanidad depende 

                                                           

3 Como sostenía Dame Rosalyn Higgins (1994) en su obra Problems and Process. International Law and How We Use It: “We have 

erected an intellectual prison of our own choosing and then declared it to be an unalterable constraint”, p. 49. 

https://doi.org/10.24215/2618303Xe070
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la propia existencia del Estado. Los elementos constitutivos del Estado son: una población permanente, un 

territorio determinado y un gobierno con capacidad de relacionarse con otros Estados—4. 

Resulta evidente que el esquema jurídico tradicional de los sujetos de derecho, que excluye a las generaciones 

futuras, es insuficiente para abordar los riesgos derivados de la degradación climática. Malhotra ya propuso 

que las generaciones futuras deben ser reconocidas como sujetos de derechos en el DI, lo que implica un 

cambio hacia la equidad intergeneracional. Al reconocer los derechos de las generaciones futuras, se fomen-

taría una mayor responsabilidad en la toma de decisiones, asegurando un desarrollo más justo y respetuoso 

con el medio ambiente (1998, p. 43). 

La misma convicción se plasma en los Principios de Maastricht de 2023 que subrayan la necesidad de inno-

vación en el pensamiento jurídico, señalando que el reconocimiento y protección de los derechos de las ge-

neraciones futuras exigen una (re)evolución en los procesos de toma de decisiones. 

Carrillo-Santarelli y Seatzu son contundentes al admitir que regular únicamente en función de relaciones 

jurídicas entre personas existentes puede limitar la capacidad de la ley para prevenir o corregir prácticas 

cuyos efectos se materializan en el futuro, lo que resulta especialmente grave en materia ambiental, donde el 

agotamiento de los recursos y la irreversibilidad del daño son factores clave (2024, p.123). Por ello, defien-

den, al igual que lo hace esta contribución, que la conceptualización de humanización del DI es relevante en 

la justicia climática internacional en relación con las generaciones futuras indígenas ya que sirve de para-

digma para la promoción del reconocimiento y la implementación de los derechos humanos y la promoción 

de comunidades tradicionalmente marginadas. El concepto “tradicional” de subjetividad jurídica en el DI se 

basa en la contemporaneidad de los sujetos, una idea arraigada en nuestro marco espacio-temporal. Sin em-

bargo, así como se han superado los límites geográficos mediante obligaciones extraterritoriales, el alcance 

jurídico puede expandirse en términos temporales para incluir a las generaciones futuras, lo cual exige re-

plantear los principios de responsabilidad y protección intergeneracional en el DI (Carrillo-Santarelli y 

Seatzu, 2024, p. 125). 

En sentido similar, Palombino (2020), en su reflexión sobre la equidad intergeneracional entiende que ésta 

enfrenta desafíos puesto que el derecho está diseñado para problemas inmediatos, no futuros. Sin embargo, 

la protección del medioambiente y con él, de las generaciones futuras, requiere una mayor amplitud de mira 

que pasaría por integrar un enfoque profuture en las políticas y leyes actuales. Dentro de este enfoque, Pa-

lombino (2020) se acerca a la postura de explorar mecanismos que den a las generaciones futuras una repre-

sentación efectiva. En este sentido, apoya la idea de que las futuras generaciones podrían adquirir una subje-

tividad internacional en el derecho, al menos en términos ambientales, para que sus derechos puedan ser 

representados en foros como la Corte Internacional de Justicia. 

b. Segunda Premisa: la (In)Justicia Climática para las generaciones futuras en interseccio-

nalidad con la indigeneidad 

Es de justicia prestar atención a las voces de quienes sufren de manera desproporcionada los mayores impactos 

del cambio climático, pese a haber obtenido escasos beneficios de los procesos industriales y económicos que han 

generado, y siguen agravando, esta crisis. En este postulado reside uno de los axiomas de la Justicia Climática que 

se orienta hacia una distribución equitativa de las cargas y beneficios dentro de la gobernanza ambiental, al abordar 

la interacción y la responsabilidad entre sistemas humanos y naturales. Y, en esta misma reflexión reside el interés 

sobre el acceso a la justicia de las generaciones futuras indígenas en las causas climáticas ante el CDH. 

                                                           

4 Convención sobre derechos y deberes de los estados (Séptima Conferencia Internacional Americana, Montevideo – 1933); CIJ - 

Actividades militares y paramilitares en y contra Nicaragua (Nicaragua contra Estados Unidos de América), 1986, parrs. 202 y 205. 

https://www.icj-cij.org/case/70/judgments; CIJ – Opinión Consultiva sobre la Declaración unilateral de independencia de Ko-

sovo, 2010, párrs. 79 y 80, https://www.icj-cij.org/node/101885. 
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En la Justicia Climática destacan varias subcategorías de justicia clave para el análisis de la crisis climática: la 

justicia distributiva, que se enfoca en una asignación justa de recursos y cargas; la justicia redistributiva, que trata 

de corregir desigualdades preexistentes; la justicia procedimental, que garantiza la participación inclusiva en los 

procesos de toma de decisiones; la justicia intergeneracional, que protege los derechos de las generaciones futuras; 

y la justicia de reconocimiento, que valora las contribuciones y vulnerabilidades específicas de diferentes grupos, 

como las comunidades indígenas y los países en desarrollo. Estas dimensiones son fundamentales para construir 

una gobernanza climática equitativa y sostenible (Kashwan, 2021, p. 7). 

El principio de equidad intergeneracional ha tenido un próspero desarrollo en instrumentos de DI tanto de soft 

como de hard law5. A pesar de ello, no existe un instrumento de DI general que defina los elementos fundamentales 

de la equidad intergeneracional, y su estatus legal sigue siendo objeto de debate (Shelton, 2023, p. 19-20). Aunque 

los Estados aún no han reconocido el principio como una obligación internacional vinculante, hay evidencias 

significativas de su aplicación en el reconocimiento de los intereses de las generaciones futuras en procedimientos 

internacionales y nacionales, así como en el ámbito del derecho y la política ambientales a nivel nacional (Slobo-

dian, 2020, p. 571; Minnerop, 2023, p. 28). El propio preámbulo del Acuerdo de París hace mención a este prin-

cipio, si bien en todo el texto no se alude a las generaciones futuras6. 

No existe unanimidad en la posición doctrinal que supone que este principio se haya convertido en una norma 

consuetudinaria del DI. Brown Weiss (2021), sostienen que el principio de equidad intergeneracional a pesar de 

tener raíces históricas profundas sólo ha sido ampliamente referenciado y discutido en las últimas décadas por lo 

que quizás no está lo suficientemente desarrollado como práctica estatal y opinio iuris en la materia. Auz Vaca 

defiende que, si bien no existe una obligación internacional clara respecto de las responsabilidades de las genera-

ciones presentes frente a los intereses de las generaciones futuras, en el contexto de un litigio estratégico cabría 

apelar a principios de DI para expandir y persuadir a un Tribunal que, de hecho, el principio de equidad interge-

neracional es un derecho derivado de la costumbre internacional a partir del principio del desarrollo sostenible 

(2024, 422). 

Brown Weiss propuso tres principios fundamentales para la equidad intergeneracional: conservar las opciones, 

conservar la calidad y asegurar el acceso a los recursos del planeta (1990, p. 201). Patrocina los “derechos plane-

tarios” como el compendio de derechos y obligaciones entre generaciones, exigiendo que cada generación deje un 

entorno al menos tan saludable y diverso como el que heredó (Brown Weiss, 1988, pp. 45-46). Para articular estos 

derechos, la autora ofrece estrategias concretas de ius standi de las generaciones futuras en procesos legales y 

administrativos. En este sentido aboga por establecer representantes de las futuras generaciones en instituciones 

de toma de decisiones, incluido los tribunales y órganos administrativos, para que actúen como defensores de sus 

derechos. También aboga por la creación defensores públicos que velen por los intereses ambientales en el largo 

plazo y, por ende, en la protección de los intereses de las generaciones futuras (Brown Weiss, 1988, pp. 120-126). 

Sulyok avanza en el concepto de “litigación en nombre de futuras generaciones” al proponer un marco legal que 

respalda la exigibilidad de los derechos intergeneracionales a través del estado de derecho. Destaca una tendencia 

en la que los tribunales adaptan los principios del estado de derecho para abordar la justicia intergeneracional, 

desafiando a los gobiernos a adoptar políticas sostenibles (2023, p.11). 

La idea de que las generaciones presentes son guardianas de las generaciones futuras entronca con la consideración 

de los niños, niñas y niñes como sujetos de derecho en desarrollo. El principio del interés superior de los menores 

implica una visión de prospectiva y la evaluación de cualquier afectación a su bienestar. Este enfoque vincula su 

                                                           

5 ICJ, Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons, Advisory Opinion, 1996 ICJ. 244, pár.29 (July 8), https://www.icj-

cij.org/sites/default/files/case-related/93/093-19960708-ADV-01-00-EN.pdf ; ICJ Gabcikovo-Nagymaros Project (Hungary/Slo-

vakia), Judgment, 1997 I.C.J Rep. 7, párr. 140 (September 25). https://www.icj-cij.org/node/101335. 

6 Acuerdo de París, 12 de diciembre de 2015. ONU, Treaty Series, vol. 3156, A/9RB/768. https://treaties.un.org/pages/viewde-

tails.aspx?src=treaty&mtdsg_no=xxvii-7-d&chapter=27&clang=_en. 
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derecho a ser escuchada, lo cual no se limita a recibir sus declaraciones, sino que exige valorar sus perspectivas 

con un enfoque generacional, atendiendo sus características, vulnerabilidades y necesidades específicas como su-

jeto en evolución jurídica y social (Jelić y Mührel, 2022, p. 21)7. 

Desde un enfoque de equidad, la vulnerabilidad climática está profundamente interconectada con las desigualdades 

sociales y económicas. Por tanto, la política climática no puede ser eficaz si sólo aborda cuestiones medioambien-

tales; también debe tener en cuenta la justicia social y la redistribución económica para proteger a las poblaciones 

vulnerables (Ribot, 2010, p. 49). 

La justicia climática intergeneracional en relación con la pobreza y los pueblos indígenas destaca la interconexión 

de las generaciones pasadas, presentes y futuras a la hora de abordar el cambio climático. Las filosofías indígenas 

abogan por una relación regenerativa con el medio ambiente, destacando la responsabilidad hacia las generaciones 

futuras y la importancia del conocimiento indígena en la acción climática (Watene, 2024, p. 22). Estas filosofías 

–las comunidades de las Islas de Torres son un ejemplo de ello− abogan por políticas que promuevan la justicia 

intergeneracional, garantizando que las necesidades de las generaciones futuras estén en el centro de la toma de 

decisiones. Esta máxima hace de los pueblos indígenas un motor de remodelación en las narrativas de la justicia 

climática a través de fondos climáticos autónomos, que desafían los marcos tradicionales de las relaciones inter-

nacionales (Korber Gonçalves et al., 2024, p. 393). Sus ontologías y epistemologías únicas aportan valiosas pers-

pectivas sobre la justicia climática (Eisenstadt y West, 2017). 

De acuerdo con Informes del Hague Institute for Innovation of Law, en la justicia climática, la brecha de acceso 

está representada por comunidades indígenas8. En términos generales de dificultad de acceso para las comunidades 

indígenas, se identifican, por un lado, barreras idiomáticas: los procedimientos legales y la información sobre los 

procedimientos no están disponibles en lenguas minoritarias. Por otro lado, la distancia geográfica hasta los tribu-

nales o hasta las personas que representen las causas en los litigios ante las instancias internacionales pueden 

resultar tremendamente costosas y engorrosas9. Otro obstáculo general es el desconocimiento de la posibilidad de 

presentar causas ante organismos internacionales cuasi-judiciales y la ignorancia de los derechos protegidos por 

los tratados internacionales. 

La justicia climática exige una integración plena de los derechos de las generaciones futuras y las comunidades 

indígenas, quienes, pese a ser las más afectadas por los devastadores efectos del cambio climático, siguen siendo 

marginalizadas en los procesos decisionales que determinan su futuro. Las comunidades indígenas, portadoras de 

saberes ancestrales que promueven una relación regenerativa con la naturaleza, son actores clave en la lucha contra 

la crisis climática. La implementación efectiva de la justicia climática exige una reestructuración de los marcos de 

gobernanza, donde las generaciones futuras indígenas —a través de la representación legal y las estrategias de 

litigación en su nombre— se convierten en actores clave, no solo como víctimas de una crisis impuesta, sino como 

líderes de una transformación que reconozca y proteja los derechos de todos los pueblos. 

                                                           

7 Artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) y Observación General No. 12 (2009) del Comité de los Derechos 

del Niño El derecho del niño a ser escuchado. En este sentido es destacable el Proyecto de Observación General No. 27 (2024) de la 

Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos sobre los derechos de los niños al acceso a la justicia y a recursos efectivos. 

https://www.ohchr.org/en/documents/general-comments-and-recommendations/draft-general-comment-no-27-childrens-rights-ac-

cess 

8 Hague Institute for Innovation of Law (2012). Towards Basic Justice Care for Everyone. Challenges and Promising Approaches. 

Trend Report | Part 1. https://www.hiil.org/wp-content/uploads/2018/09/Towards-basic-justice-care-for-everyone-Full-Report.pdf. 

Este estudio elabora de manera profunda las grandes brechas en el acceso a la justicia para comunidades tradicionalmente marginadas 

incluyendo el acceso a recursos internacionales judiciales y cuasi-judiciales. 

9 Ibid. 
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3. Postulado: las demandas individuales ante el Comité de Derechos Humanos de las Na-

ciones Unidas 

El PIDCP garantiza la protección de los derechos más básicos de carácter civil y político de toda persona10. El 

Preámbulo del PIDCP establece que “la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento 

de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables”. 

También señala la responsabilidad de los Estados, según la Carta de las Naciones Unidas, en su “obligación de 

promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanos”. Con todo, parece que un objetivo 

fundamental del PIDCP no es solo la aplicación abstracta de los derechos humanos, sino más bien garantizar su 

universalidad e igualdad en su implementación a nivel global. 

El CDH fue establecido conforme a la Parte IV del PIDCP para supervisar la implementación de los derechos por 

parte de los Estados que son parte del Pacto11. La idea de que el propósito principal del Comité es fomentar el 

respeto y cumplimiento de los derechos humanos del Pacto se apoya tanto en los documentos preparatorios del 

PIDCP y su Protocolo Facultativo (PF) como en declaraciones emitidas por los responsables del mandato tras la 

firma del Pacto en 1966 (Bossuyt, 1987, p. 508). 

El PIDCP consagra el acceso a la justicia en términos sustantivos en el apartado 3 del artículo 2 y el artículo 14. 

La expresión procesal del acceso a la justicia de los individuos ante el CDH para iniciar procedimiento ante el 

mismo a través de la fórmula de la demanda individual está regulada en el PF de 1966. A través del PF, se otorga 

a los individuos el derecho de presentar quejas individuales contra los Estados miembros ante el CDH12 (Steiner, 

2000, p. 16). Este Protocolo, que se abrió a firma el 16 de diciembre de 1966 y entró en vigor el 23 de marzo de 

1976, cuenta actualmente con 117 Estados signatarios13, haciendo del CDH la institución internacional más uni-

versal a la que las personas pueden recurrir para obtener reparación por violaciones de derechos humanos y des-

tacándose la importancia de los órganos de tratados para promover y proteger los derechos humanos, señalando 

que el diálogo constructivo entre el Comité y los Estados debe servir como una guía para mejorar la implementa-

ción de sus obligaciones a nivel nacional (Shikhelman, 2018, p. 466). 

El propósito del acceso del individuo al CDH es doble: por una parte, pretende proporcionar una solución al indi-

viduo que presenta su caso ante el CDH frente a una violación por parte de un Estado que ha incumplido las 

obligaciones emanadas del PIDCP. Por otra, pretende promover un cambio y desarrollar la jurisprudencia sobre 

un tema específico, este que nos ocupa es la justicia climática. Existe la creencia sobre el valor simbólico de los 

pronunciamientos del CDH al destacar las violaciones y el sufrimiento individual ante esta audiencia internacional. 

Todo el proceso frente al CDH serviría de antinarrativa a la violencia estatal (McGregor, 2012, p. 741). 

El propio preámbulo del PF alude a que el mecanismo de comunicaciones pretende asegurar el mejor logro de los 

propósitos del PIDCP. El resto del Protocolo no menciona ningún otro propósito adicional en relación con las 

demandas individuales. De los Travaux Préparatoires al PF, se desprende que las comunicaciones individuales 

                                                           

10 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General 

en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966 Entrada en vigor: 23 de marzo de 1976, de conformidad con el artícu lo 

49. https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-civil-and-political-rights. Actualmente 

173 Estados son signatarios del Pacto 

11 Artículo 28 a 45 del PIDCP. 

12 Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión 

por la Asamblea General 2200A (XXI) de 16 de diciembre de 1966. 

Asamblea General 2200A (XXI) de 16 de diciembre de 1966. Entrada en vigor el 23 de marzo de 1976, de conformidad con el artículo 

9 del Protocolo Facultativo. https://www.ohchr.org/sites/default/files/ccpr-one.pdf. 

13 Status of Ratification Interactive Dashboard United Nations Human Rights Office of the High Commissioner (28 October 2024). 

Ratification of Optional Protocol to the International Covenant on Civil and Political Rights: https://indicators.ohchr.org/  
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buscan principalmente impulsar el cumplimiento del Pacto, aunque no contempla la facilitación de soluciones 

amistosas como en las disputas entre Estados (Shany, 2013, p. 9). Este mecanismo se concibe, por tanto, como 

una extensión de la función supervisora del Comité, orientada a asegurar que los Estados implementen efectiva-

mente las obligaciones del tratado (Bossuyt, 1987, p. 815). 

A pesar de que el PIDCP es uno de los tratados internacionales con mayor número de ratificaciones, sorprende el 

número reducido de comunicaciones individuales resueltas por el CDH. La doctrina y la práctica del DI, han 

señalado como obstáculos generales para acceder a la justicia climática internacional de órganos cuasi-judiciales 

y judiciales, dos grandes barreras: en primer lugar, la cuestión de la legitimación. Los casos sobre la violación de 

derechos humanos en el contexto del cambio climático presentan el desafío de identificar al comunicante como 

víctima, ya que resulta complicado establecer un vínculo de causalidad entre el cambio climático y las acciones o 

inacciones del Estado en relación con el particular que presenta la queja. Y, en segundo lugar, el requisito de haber 

agotado los recursos internos (Giménez y Petit de Gabriel, 2022; 2024). 

Los requisitos de admisibilidad de las comunicaciones individuales ante el CDH establecidos por el PF y el Re-

glamento del Procedimiento del CDH14 son: 

- La comunicación no sea anónima (art. 3 PF); 

- Que la comunicación debe provenir de una persona o un grupo de personas sujetas a la jurisdicción 

de un Estado Parte en el Protocolo Facultativo (art. 1 PF); 

- El individuo debe alegar, de manera fundamentada, que es víctima de una violación por ese Estado 

parte de cualquiera de los derechos establecidos en el PIDCP (art. 2 PF); 

- Que las comunicaciones no constituyen un abuso del derecho a presentar comunicaciones (art. 3 PF); 

- Que el mismo asunto no sea examinado conforme a otro procedimiento internacional (art. 5. 2 a- 

PF); 

- Que se hayan agotado todos los recursos internos posibles (art. 5. 2 b- PF). 

En esta contribución nos detendremos en la ausencia de personalidad jurídica y legitimación de las generaciones 

futuras que impide que sean titulares de derechos y, por ello se ven desposeídas del ius standi y cómo ello influye 

en el “goce a la vida futura”. Para ello, nos servimos del caso de estudio en el asunto Daniel Billy et al. contra 

Australia ante el CDH que expondremos seguidamente15. 

4. Daniel Billy et al. contra Australia ante el Comité de Derechos Humanos de las Nacio-

nes Unidas 

El 13 de mayo de 2019, un grupo de ocho personas adultas de diversas comunidades indígenas australianas resi-

dentes en las Islas Torres16, junto a sus seis hijes17 presentó queja ante el CDH. Su reclamación se centró en la 

                                                           

14 CDH, Reglamento del CDH, CCPR/C/3/Rev.12; 4 de enero de 2021. https://docstore.ohchr.org/SelfServices/FilesHand-

ler.ashx?enc=6QkG1d%2FPPRiCAqhKb7yhspSfzoplnqcaRnZEWMKfe1tSjisL%2BhNIz-

keCc5cIygMh1XamAcX%2BzhX5iH9rw32CjEGVFTsisBOYmgF7HtPgMLxIGI1Cjk0cHwW%2BJxkXs7JP  

15 CDH. Dictamen aprobado por el Comité a tenor del artículo 5, párrafo 4, del Protocolo Facultativo, respecto de la comunicación 

núm. 3624/2019. Daniel Billy y Otros contra Australia CCPR/C/135/D/3624/2019 

16 Australian Institute of Health and Welfare, Profile of First Nations people, Aboriginal and Torres Strait Islander people 

17 Los ocho autores de la comunicación son Daniel Billy, Ted Billy, Nazareth Fauid, Stanley Marama, Yessie Mosby, Keith Pabai, 

Kabay Tamu y Nazareth Warria, nacidos en 1983, 1957, 1965, 1967, 1982, 1964, 1991 y 1973, respectivamente. Son nacionales de 
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https://www.aihw.gov.au/reports/australias-welfare/profile-of-indigenous-australians
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supuesta violación por parte de Australia de ciertas obligaciones derivadas del PIDCP, debido a la falta de medidas 

de mitigación y adaptación frente al cambio climático. 

Las personas reclamantes son residentes de cuatro islas del archipiélago de las Islas Torres: Boigu, Poruma, Warra-

ber y Masig, parcialmente administradas por la Autoridad Regional del Estrecho de Torres (TSRA). Conviene 

destacar que estas islas son pequeñas y tienen poca elevación, extendiéndose a lo largo de aproximadamente 42 

kilómetros lo que las hace extremadamente vulnerables a los efectos del cambio climático. Respecto a las supues-

tas violaciones, los reclamantes argumentaron que el Estado no había tomado medidas preventivas para proteger 

el derecho a la vida (artículo 6)18, la privacidad y el hogar (artículo 17), y la cultura de las minorías (artículo 27). 

El CDH evaluó la admisibilidad de la queja, reconociendo la legitimidad de los reclamantes y subrayando que los 

Estados con altas emisiones y desarrollo económico tienen una responsabilidad particular en la implementación 

de medidas contra el cambio climático. En cuanto al derecho aplicable19, el Comité aclaró que, aunque los deman-

dantes mencionaron tratados ambientales como el Acuerdo de París, no buscaban compensación bajo estos, sino 

que los utilizaron como herramientas interpretativas para definir las obligaciones de Australia bajo el PIDCP20. El 

CDH concluyó que esta referencia no impedía la admisibilidad de la comunicación bajo el PF. Las precisiones del 

Comité son también relevantes en relación con el derecho aplicable en el caso Daniel Billy et al. c. Australia, 

puesto que es la constatación de que los tratados de derecho en materia de medio ambiente forman parte del acervo 

que debe servir de base interpretativa para dar contenido al artículo 6 del PIDCP en cuestiones planteadas al 

Comité en litigios climáticos. Las conexiones entre los derechos humanos y la protección ambiental quedan pa-

tentes en instrumentos de hard y de soft law21. El Comité también ha determinado que las obligaciones del Estado 

no son puramente territoriales, sino que se extienden más allá de las fronteras nacionales del Estado22. 

Finalmente, el Comité determinó que Australia violó los artículos 17 (privacidad y hogar) y 27 (protección cultural 

de minorías) del PIDCP, por no implementar medidas suficientes para proteger el modo de vida de los isleños. El 

CDH ordenó a Australia compensar a los afectados, continuar con medidas de adaptación, y consultar a los recla-

mantes para evaluar sus necesidades específicas. 

a. Barrera de acceso a la justicia: el ius standi de las generaciones futuras, ¿víctimas? 

Como se ha mencionado, los demandantes presentan la comunicación en representación de seis menores, hijos de 

dos denunciantes adultos. Su principal argumento para denunciar la violación del artículo 24.1 del PIDCP es que 

                                                           

Australia y residen en la región del estrecho de Torres. Presentan la comunicación en nombre propio y en el de cinco de los hijos de 

Yessie Mosby y del hijo de Kabay Tamu. 

18 Daniel Billy y Otros contra Australia, párr. 3.4. 

19 Ibid., párrs. 4.1; 5.7 y 6.8. 

20 Ibid., párr. 7.5. 

21 Las conexiones entre los derechos humanos y la protección ambiental ya eran evidentes desde la primera conferencia internacional 

sobre medio ambiente celebrada en Estocolmo en 1972. Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano. 

Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano, Doc. ONU A/CONF.48/14/Rev.1 (16 de junio de 1972). http://un-

docs.org/es/A/CONF.48/14/Rev.1 Principio 2. En los últimos treinta años estos vínculos han sido reformulados a través de instru-

mentos legales tanto de hard como de soft law, así como a través de decisiones de tribunales: Convención de las Naciones Unidas de 

1994 de Lucha contra la Desertificación; Convención de 1998 sobre el acceso a la información, la participación del público en la 

toma de decisiones y el acceso a la justicia en asuntos ambientales (Convención de Aarhus); Convención marco de las Naciones 

Unidas sobre el Cambio Climático, 20 de enero de 1994. ONU Doc. A/RES/48/189. https://unfccc.int/resource/docs/convkp/con-

vsp.pdf .(Preámbulo y artículo 3);Acuerdo de París, 12 Diciembre de 2015. ONU, Treaty Series, vol. 3156, A/9RB/768. https://trea-

ties.un.org/pages/viewdetails.aspx?src=treaty&mtdsg_no=xxvii-7-d&chapter=27&clang=_en.  

22 Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos. Observación General núm. 36 (2018) sobre el artículo 6 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, sobre el derecho a la vida, UN Doc. CCPR/C/GC/36 (3 de septiembre de 2019), 

https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/HRBodies/CCPR/GCArticle6/GCArticle6_SP.pdf. Párr. 26. 
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Australia no ha implementado medidas adecuadas para proteger los derechos de los niños de su comunidad, au-

mentando así la vulnerabilidad de las generaciones futuras frente al cambio climático23. El Estado sostuvo que las 

repercusiones futuras de un cambio climático lento no confieren a los autores la condición de víctimas, ya que no 

representan violaciones actuales o inminentes de derechos bajo el Pacto imputables al Estado24. El Comité con-

cluyó que existía un nexo de causalidad entre las acciones de Australia y la posible violación de sus obligaciones, 

dada su alta emisión de contaminantes y su desarrollo económico. Esto justificaba la vulnerabilidad de los recla-

mantes frente al cambio climático y les otorgaba legitimidad. Según la jurisprudencia, una persona puede alegar 

ser víctima solo si ha sido realmente afectada, requiriéndose que el riesgo sea más que una posibilidad teórica25. 

Los intereses de las generaciones futuras indígenas, entre ellos el goce de la vida, están siendo imposibles de 

defenderse ante el CDH por el propio juego de legitimidad y de concepto de víctima: víctima presente de una 

violación de un derecho conferido en el PIDCP del que emane una responsabilidad para el Estado. Este juego nos 

hace preguntarnos ¿ninguna generación futura es víctima presente? La proyección del artículo 24.1 (gozar de las 

medidas de protección por condición de menor) no se explicita en el PIDCP para quienes aún no han sido conce-

bidos, para las generaciones futuras. Desde un punto de vista positivista el PIDCP no otorgaría a las generaciones 

futuras el reconocimiento de derechos contenidos en el mismo, incluido el reconocimiento a la personalidad jurí-

dica (art. 16) o el derecho a la vida (art. 6). 

Desde una perspectiva procesal, no es posible establecer de manera directa la titularidad de derechos, el ius standi 

o la condición de víctima en el caso de sujetos aún no nacidos o inexistentes. Sin embargo, desde una perspectiva 

teórica, la teoría del interés en los derechos respalda que las generaciones futuras sean consideradas sujetos de 

protección, planteando que los derechos humanos se fundamentan en intereses esenciales. Según Raz, un interés 

suficientemente importante puede imponer obligaciones a otros. Aplicado a las generaciones futuras, este enfoque 

permite ver sus intereses, como la salud y una vida digna, como derechos humanos, que se pueden robustecer 

mediante normas que impongan a las generaciones actuales obligaciones para prevenir daños ambientales, asegu-

rando así la vigencia de estos derechos a largo plazo (2010, p, 37). 

Los intereses de las generaciones futuras son garantizables hoy aún sin su ius standi: es factible defender los 

derechos de personas que actualmente existen y se encuentran bajo la jurisdicción de los Estados parte del PIDCP, 

y, con ello, luchar por garantizar los intereses de las generaciones futuras. 

Esta fue la estrategia de los demandantes en el caso de los Isleños del Estrecho de Torres que denunciaban el efecto 

que la vulneración de los derechos reclamados tendría sobre la sobrevivencia de las generaciones futuras. Al in-

vocar la violación del artículo 24. 1 del PIDCP aludieron al interés de las generaciones futuras en gozar de las 

medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y 

del Estado. El Comité no entró a dirimir en las cuestiones de admisibilidad la afectación suficiente de las genera-

ciones futuras con la violación alegada. Guardó silencio sobre la calificación como víctimas de las generaciones 

futuras. 

Elevando la perspectiva a nuevas alturas y apelando a un ius standi de las generaciones futuras, debemos detener-

nos en el requisito procedimental de que la persona que presenta la comunicación individual ante el CDH deba ser 

víctima, el artículo 99 del Reglamento del CDH, dispone: 

Para adoptar una decisión sobre la admisibilidad de una comunicación, el Comité o un grupo de trabajo 

establecido con arreglo al artículo 107, párrafo 1, del presente reglamento comprobarán: 

Que la persona alega, de modo suficientemente fundamentado, que es víctima de una violación por ese 

Estado parte de cualquiera de los derechos enunciados en el Pacto. Normalmente la comunicación deberá 

                                                           

23 Ibid., párr. 3.7. 
24 Ibid., párr. 6.1 
25 Ibid., párr. 7.9 
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ser presentada por la propia persona o por un representante suyo. No obstante, se podrá aceptar una co-

municación presentada en nombre de una presunta víctima cuando sea evidente que esta no está en con-

diciones de presentar personalmente la comunicación. 

De entender este artículo en consonancia con la teoría del interés en los derechos, y en prospectiva, cabría refor-

mularlo en el sentido de ser considerada víctima. La reformulación del Reglamento no necesitaría la conformidad 

de los Estados por no estar contenido en Tratado Internacional ni en el Protocolo: “Que la persona alega, de modo 

suficientemente fundamentado, que es víctima de una violación por ese Estado parte de cualquier interés recono-

cido sobre los derechos enunciado en el Pacto”. De esta manera quedaría salvada la calificación como víctima de 

las generaciones futuras. Además, con el último inciso de este párrafo, se pudiera inferir que, en aquellos supuestos 

donde las futuras generaciones, que es “evidente que no están en condiciones de presentar personalmente la co-

municación” verán la comunicación presentada en su nombre. Con esta fórmula cabría la representación por parte 

de generaciones presentes de generaciones futuras −ius standi− ante demandas individuales frente al CDH. 

Hacer esta interpretación prospectiva al concepto de víctima se entronca con el fundamentado de que los Estados 

deben prevenir daños cuando tienen la capacidad de hacerlo y evitar generar perjuicios cuando poseen los medios 

para controlarlo. Este planteamiento refuerza que la protección de los derechos humanos no debería depender de 

la época en que la víctima haya nacido. Si aceptamos que las acciones actuales de los Estados pueden impactar 

significativamente el bienestar de las generaciones venideras, se justifica una obligación correlativa de salvaguar-

darlas. 

b. Barrera de acceso a la vida para las generaciones futuras 

En este epígrafe se presenta el alcance del derecho a la vida del PIDCP para las generaciones futuras en 

función de su legitimación como víctimas ante el CDH en la demanda individual del asunto Daniel Billy et 

al. contra Australia. 

En el examen sobre el nexo de causalidad entre las acciones del Estado y la posible violación de obligaciones 

bajo los artículos 1 y 2 del PF del PIDCP el Comité decidió no pronunciarse sobre los posibles efectos futuros, 

limitándose a evaluar los impactos ya ocurridos por las medidas adoptadas o no adoptadas sobre los derechos 

de los comunicantes. Este artículo sostiene que, al no entrar en los posibles efectos futuros, el propio CDH 

está poniendo en tela de juicio el alcance del derecho a la vida del PIDCP para las generaciones futuras de 

acuerdo con su legitimación como víctimas ante el propio CDH, colocando a las generaciones futuras en 

situación de indefensión. 

Esta indefensión se muestra en el análisis de fondo del Comité en relación con la alegación de la posible 

violación del derecho a la vida (art. 6). El Comité no detectó daños específicos y no consideró que hubiera 

un riesgo real, razonable y previsible para la salud, la integridad física y la vida digna de los denunciantes 

debido a la falta de medidas. Asimismo, el CDH determinó que las medidas de adaptación implementadas 

por Australia, según la información disponible, tampoco constituían una amenaza directa al derecho a la vida 

de las generaciones presentes26. A pesar de ello, el Comité reconoció que “la obligación de los Estados Parte 

de respetar y garantizar el derecho a la vida se extiende a amenazas razonablemente previsibles y situaciones 

que pongan en peligro la vida y que puedan dar lugar a la pérdida de vidas”, incluyendo “impactos adversos 

del cambio climático” que constituyen “amenazas apremiantes y graves a la capacidad de las generaciones 

presentes y futuras de disfrutar del derecho a la vida”27. Bajo estas palabras el CDH reconoce que el derecho 

a la vida no se circunscribe únicamente a la existencia física, sino que incluye la obligación de los Estados 

de adoptar medidas apropiadas concretas para satisfacer el derecho a la vida. 

                                                           

26 Ibid., párrs. 8.3 a 8.8. 
27 Ibid. 
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El voto parcialmente disidente de Arif Bulkan, Marcia V.J. Kran y Vasilka Sancin sostiene que el Comité 

limitó el alcance del artículo 6 del PIDCP al aplicar el criterio de “riesgo real y previsible” y exigir daños a 

la salud para demostrar una violación del derecho a la vida28. La opinión disidente plantea que la cuestión 

clave es si existe una “amenaza razonablemente previsible” al derecho a la vida de los autores debido a la 

insuficiencia de medidas de mitigación y adaptación al cambio climático29. Los disidentes señalan que los 

autores han demostrado daños como inundaciones y pérdida de recursos, que podrían hacer inhabitables sus 

islas en 10 a 15 años30, constituyendo una violación del artículo 631. 

Frente a la aplicación restrictiva en este supuesto del criterio del riesgo real y previsible que aplica el Comité, 

la opinión disidente aboga por hacer uso del criterio de precaución en relación con el cambio climático para 

interpretar de manera progresiva la propia jurisprudencia del Comité32 –que señala de forma inequívoca que 

no se permite ninguna derogación del artículo 6 y que desarrolla la conexión entre los daños ambientales, el 

derecho a la vida y el derecho a vivir con dignidad−. En esta opinión, los Estados deben adherirse al criterio 

de precaución de manera imperativa. 

Este voto particular subraya la obligación del Estado de reducir las “amenazas razonablemente previsibles a 

la vida” mediante medidas de adaptación adecuadas. Según los miembros disidentes del Comité, el Estado 

violó el artículo 6 del PIDCP, y la mayoría cometió un error al basarse en proyectos de mitigación imple-

mentados en 2019, sin considerar las violaciones ya ocurridas. A pesar de conocer los impactos en la vida de 

los autores, el Estado no adoptó las medidas de adaptación a tiempo, lo que llevó a la conclusión de que violó 

su derecho a la vida33. 

Sabemos que la protección del derecho a la vida de las generaciones futuras no está contenida de manera 

expresa en el PIDCP. No se reconoce la proyección del derecho a la vida de quienes aún no se han concebido. 

Por tanto, únicamente a través de un enfoque de integración sistémica del acervo normativo en materia de 

protección del medio ambiente en la labor de llenar de contenido este derecho en la función del Comité 

aseguraría la vigilancia del derecho a la vida de las generaciones futuras en virtud del PIDCP. 

Esta contribución defiende que el artículo 6 del PIDCP debería interpretarse de acuerdo con el principio de 

equidad intergeneracional (WYCJ et al., 2024, p. 29). El CDH ya identificó las implicaciones de la degrada-

ción ambiental en el disfrute del derecho a la vida en su Observación General (OG) 36 de 201834. En esta 

                                                           

28 Ibid. 
29 Ibid., párr. 3 Opinión conjunta de los miembros del Comité Arif Bulkan, Marcia V.J. Kran y Vasilka Sancin (parcialmente disi-

dente). 
30 El 25 de septiembre de 2024, la Alianza de Pequeños Estados Insulares emitió una declaración en la que afirman que los países  

mantendrán su condición de Estado, su soberanía y su pertenencia a la ONU a pesar de los impactos del aumento del nivel del mar 

relacionado con el cambio climático. Véase: Declaración de los Líderes de la AOSIS sobre el Aumento del Nivel del Mar y la Esta-

didad – AOSIS. Y, mientras se elabora esta contribución, algunas de sus lideresas y líderes mantienen reuniones de alto nivel sobre 

el cambio climático, el aumento del nivel del mar y el DI en términos de progresos actuales, véase: 24_october_2024_2.pdf  
31 Ibid. 
32 CDH, Observación General 36, párr. 65. 
33 Otra crítica que este voto particular expresa se relaciona con la opinión mayoritaria del Comité de interpretar las garantías conte-

nidas en el artículo 27 sobre los derechos de las personas pertenecientes a minorías a disfrutar de su cultura con las violac iones de la 

garantía del derecho a la vida del artículo 6. El Comité, con una mirada no descolonizada, concluye que la estimación de una violación 

del artículo 27 aborda de manera suficiente las reclamaciones de los autores. En este sentido, el voto parcialmente disidente recuerda 

que la jurisprudencia el Comité no exige que los hechos relacionados con diferentes violaciones surjan de diferente conjunto de 

hechos. Por tanto, los riesgos para el derecho a la vida de los autores son independientes y cualitativamente diferentes de los riesgos 

para su derecho a disfrutar de su cultura. 

34 Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos. Observación General núm. 36 (2018) sobre el artículo 6 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, sobre el derecho a la vida, UN Doc. CCPR/C/GC/36 (3 de septiembre de 2019), 

https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/HRBodies/CCPR/GCArticle6/GCArticle6_SP.pdf: “El deber de proteger la 

https://doi.org/10.24215/2618303Xe070
https://www.aosis.org/aosis-leaders-declaration-on-sea-level-rise-and-statehood/
https://www.aosis.org/aosis-leaders-declaration-on-sea-level-rise-and-statehood/
https://www.un.org/en/ga/sixth/79/pdfs/events/24_october_2024_2.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/HRBodies/CCPR/GCArticle6/GCArticle6_SP.pdf
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Observación general determinó que las obligaciones que se imponen a los Estados Parte en virtud del derecho 

ambiental internacional deben inspirar el contenido del artículo 6 y, por ende, la obligación de respetar y 

garantizar el derecho a la vida debe reforzar sus obligaciones pertinentes en virtud del derecho ambiental35. 

En esta OG 36 del CDH habla de “capacidad de gozar del derecho a la vida” cuando dispone que “La degra-

dación ambiental, el cambio climático y el desarrollo no sostenible son algunas de las amenazas más apre-

miantes y graves para la capacidad de las generaciones presentes y futuras de gozar del derecho a la vida”.  

Esta contribución defiende que el “goce a la vida futura” se configura como elemento indisoluble del derecho 

a la vida de toda persona bajo el artículo 6 del PIDCP. 

Por tanto, en el análisis en prospectiva que esta contribución aporta cabría señalar, por una parte, en relación 

con el respeto al “goce de la vida futura” en el caso de los Isleños del Estrecho de Torres, el Estado habría 

violado el artículo 6 del PIDCP ante la falta de adopción de medidas de mitigación y adaptación climática 

adecuadas −apropiadas para ejercer el derecho a la vida digna presente y a gozar de la vida futura−. El deber 

de proteger el derecho a la vida exige que los Estados parte adopten medidas especiales de protección hacia 

las personas en situación de vulnerabilidad como los pueblos indígenas cuya vida se encuentra en una situa-

ción de riesgo particular debido a amenazas concretas. Y para quienes la preservación de su legado cultural 

y a su propia identidad, entronca de manera directa con su derecho a la vida presente y con el goce a la vida 

futura de los miembros de su comunidad. 

Por otra parte, la obligación de proteger la vida también implica que los Estados parte deben adoptar medidas 

adecuadas para abordar las condiciones generales en la sociedad que podrían terminar por suponer amenazas 

directas a la vida o impedir a las personas disfrutar de su derecho a la vida con dignidad. Entre esas condi-

ciones generales figura la contaminación del medio ambiente. El CDH en su OG 36 dispuso que esta obliga-

ción, en términos prácticos, supone la adopción de medidas inmediatas, a corto, medio y largo plazo. En el 

caso de los Isleños del Estrecho de Torres, el Comité decidió no considerar los efectos futuros y se centró en 

los impactos actuales. Este enfoque sesgado temporalmente produjo dos faltas de entendimiento en fórmulas 

en las que se había violado el derecho a la vida. En primer lugar, cuando el Comité abogó por entender que 

los proyectos de mitigación que el Estado había puesto en marcha en 2019 cubrían su obligación en relación 

con el derecho a la vida sin considerar las violaciones al artículo 6 que ya se habían producido. En segundo 

lugar, al no incluir en su paradigma de protección bajo el artículo 6 el “goce a la vida futura”. 

Por tanto, este artículo considera que el Comité bajo la óptica que adoptó en su dictamen sobre los impactos 

actuales y no futuros debió, al menos, interpretar las obligaciones del Estado en relación con el artículo 6 de 

manera inter temporal y así, centrar su atención en las obligaciones presentes relacionadas con la sostenibili-

dad de las condiciones para la vida, donde el Estado es el garante último. El ejercicio efectivo del derecho a 

la vida, especialmente en condiciones de dignidad, depende de las medidas que adopten los Estados parte 

para proteger el medio ambiente frente a daños y contaminación. En este sentido, los Estados parte deben 

promover el uso sostenible de los recursos naturales, asegurando que sus acciones en materia ambiental res-

palden la preservación de un entorno saludable, necesario para el goce pleno de este derecho fundamental 

−derecho a la vida presente y goce a la vida futura−. 

5. Ideas finales 

El DI se encuentra en una encrucijada que demanda la adaptación de su proceso de humanización a la crisis 

ecológica multifacética actual, cuestionando los límites de un humanismo antropocéntrico y promoviendo 

una revisión crítica de la relación entre los sistemas jurídicos “individualizados” y los “humanizados”. La 

                                                           

vida también implica que los Estados partes deben adoptar medidas adecuadas para abordar las condiciones generales en la socie-

dad que podrían terminar por suponer amenazas directas a la vida o impedir a las personas disfrutar de su derecho a la  vida con 

dignidad. Entre esas condiciones generales pueden figurar (…) la contaminación del medio ambiente (…)” párr. 30.  
35 Ibid., párr. 65. 
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perspectiva de TWAIL enfatiza que el estatus del individuo en el DI no se define solo por los derechos que 

posee o su posición para hacerlos cumplir, sino por el modo en que estas relaciones sociales mejoran la 

libertad y promueven un entorno sostenible. Es esencial reformular el DI desde una óptica que trascienda el 

antropocentrismo, construyendo un marco legal que reconozca la interdependencia entre la humanidad y el 

ecosistema, en este sentido es clave el conocimiento de las comunidades indígenas. Este replanteamiento es 

indispensable para abordar la justicia climática, vinculando la protección de los derechos ambientales con 

una visión holística de equidad intergeneracional y un compromiso colectivo. 

La justicia climática demanda el reconocimiento de las generaciones futuras como sujetos activos de dere-

chos. Su inclusión efectiva reformaría la estructura del DI, dotando al sistema jurídico de una resiliencia 

imprescindible para afrontar los desafíos climáticos que trascienden a las generaciones actuales. Al redefinir 

las categorías de los sujetos de derecho, el DI fortalecería los mecanismos para prevenir desastres ambientales 

que ponen en peligro el derecho de una vida digna para quienes ya han heredado el planeta. Esta evolución 

permitiría proteger no solo el derecho de las generaciones presentes, sino también el “goce de la vida futura” 

−que no el derecho− de las generaciones aún no nacidas, asegurando su participación en la toma de decisiones 

que afectarán la sostenibilidad y habitabilidad del mundo que recibirán. 

La garantía de ius standi para las generaciones futuras en el ámbito de la justicia climática y ante el CDH 

permitiría subsanar el vacío actual en la protección intergeneracional, asegurando una base de derechos que 

impida el menoscabo al goce de la vida futura por parte de los Estados. Este interés intergeneracional al “goce 

de la vida futura” no puede desligarse de los principios de justicia climática y equidad intergeneracional. Este 

avance es fundamental para consolidar un sistema jurídico internacional humanizado que, en lugar de perpe-

tuar el antropocentrismo, se erija como garante de la continuidad de la vida y la justicia para todas las gene-

raciones en el contexto de una emergencia climática inminente. 

6. Referencias 

Agius, E. (1990). From Individual to Collective Rights, to the Rights of Mandkind: The historical evolution 

of the subject of Human Rights. En S. Busuttil, E. Agius, P. Serracino Inglott y T. Macelli 

(Eds.) (1990), Our responsibilities towards future generations (pp. 26-48). Gutenburg Press. 

Almeida, P. W. (2022). O legado de Antônio Augusto Cançado Trindade: as múltiplas facetas de um per-

curso voltado para a construção de um novo jus gentium. CEBRI-Revista, 1(2), 186-200. 

https://cebri.org/revista/br/artigo/39/o-legado-de-antonio-augusto-cancado-trindade-as-multi-

plas-facetas-de-um-percurso-voltado-para-a-construcao-de-um-novo-jus-gentium 

Auz Vaca, J. (2024). Litigio Climático y Derechos Humanos en el Sur Global. Apuntes para el debate. EU-

NOMÍA. Revista En Cultura De La Legalidad, (26), 416-433. https://doi.org/10.20318/euno-

mia.2024.8519 

Bossuyt, M. J. (1987). The Optional Protocol to the International Covenant on Civil and Political Rights. In 

Guide to the “Travaux Préparatoires” of the International Covenant on Civil and Political 

Rights (pp. 791–818). Brill | Nijhoff. https://doi.org/10.1163/9789004638150_006 

Brown Weiss, E. (1988). In fairness to future generations: international law, common patrimony, and in-

tergenerational equity. The United Nations University. 

Brown Weiss, E. (1990). Our Rights and Obligations to Future Generations for the Environment. 

Georgetown Law Faculty Publications And Other Works, 84, 198-207. https://scholar-

ship.law.georgetown.edu/facpub/1627 

https://doi.org/10.24215/2618303Xe070
https://cebri.org/revista/br/artigo/39/o-legado-de-antonio-augusto-cancado-trindade-as-multiplas-facetas-de-um-percurso-voltado-para-a-construcao-de-um-novo-jus-gentium
https://cebri.org/revista/br/artigo/39/o-legado-de-antonio-augusto-cancado-trindade-as-multiplas-facetas-de-um-percurso-voltado-para-a-construcao-de-um-novo-jus-gentium
https://doi.org/10.20318/eunomia.2024.8519
https://doi.org/10.20318/eunomia.2024.8519
https://doi.org/10.1163/9789004638150_006
https://scholarship.law.georgetown.edu/facpub/1627
https://scholarship.law.georgetown.edu/facpub/1627


REDIC / Volumen 7, 070, 2024 / ISSN 2618-303X /https://doi.org/10.24215/2618303Xe070 

 / pp. ¡Error! Marcador no definido. - ¡Error! Marcador no definido. 

derechointernacional@iri.edu.ar  Página 145 

Brown Weiss, E. (abril de 2021). Intergenerational Equity. Max Planck Encyclopedias of International Law 

[MPIL], Oxford Public International Law. https://opil.ouplaw.com/dis-

play/10.1093/law:epil/9780199231690/law-9780199231690-e1421?prd=MPIL 

Carrillo-Santarelli, N. y Seatzu, F. (2024). The protection of future generations as a key to transform inter-

national law and prevent environmental catastrophes. Jura Gentium, 21(1), 117-154. 

https://www.juragentium.eu/?page_id=544 

Chimni, B.S. (2024) The Status of the Individual in International Law: A TWAIL Perspective. En A. Peters 

y T. Sparks (Eds.), The Individual in International Law, The History and Theory of Interna-

tional Law (pp. 231-249). Oxford Academic.  

Eisenstadt, T. A. y West, K. J. (2017). Indigenous belief systems, science, and resource extraction: climate 

change attitudes in Ecuador. Global Environmental Politics, 17(1), 40-58. 

https://doi.org/10.1162/GLEP_a_00389 

Fernández-Sánchez, P. A. (2023) ¿De verdad Francisco de Vitoria fue el padre del Derecho Internacional? 

Revista De La Facultad De Derecho, 13(2), 39-74. 

https://doi.org/10.31054/2314.3061.v13.n2.43092 

Francioni, F. (2007). The Rights of Access to Justice under Customary International Law. En F. Francioni 

(Ed.), Access to Justice as a Human Right (pp. 1-55). Oxford Collected Courses of the Acad-

emy of European Law.  

Giménez, I. A. y Petit de Gabriel, E. (24 de octubre de 2022). Cambio climático y derechos humanos: el 

caso de los Isleños del Estrecho de Torres. Aquiescencia. Blog de Derecho Internacional. 

https://aquiescencia.net/2022/10/24/cambio-climatico-y-derechos-humanos-el-caso-de-los-

islenos-del-estrecho-de-torres/ 

Hague Institute for Innovation of Law. (2012). Towards Basic Justice Care for Everyone. Challenges and 

Promising Approaches. Trend Report | Part 1.  

Hernández, G. (2024). Legal Positivism and the Individual in International Law. En A. Peters y T. Sparks 

(Eds.), The Individual in International Law, The History and Theory of International Law (pp. 

167-188). Oxford.  

Houghton, R. (2024). The Individual in Feminist Approaches to International Law.  En A. Peters y T. 

Sparks (Eds.), The Individual in International Law, The History and Theory of International 

Law (pp. 251-272). Oxford Academic.  

Jelić, I. y Mührel, L. (2022). The Human Rights Committee-Challenges and Prospects for Enhanced Effec-

tiveness and Integration. Journal Of Human Rights Practice, 14(1), 17-43. 

https://doi.org/10.1093/jhuman/huac026 

Jiménez Sánchez, C. (2023). El derecho humano de acceso a la justicia en tribunales internacionales: pa-

sado y futuro del derecho internacional. En C. Jiménez Sánchez y C. M. Zamora-Gómez 

(Coords.), El derecho humano de acceso a la justicia en tribunales internacionales (pp. 1-15). 

Comares. 

Kammerhofer, J. (2016). International Legal Positivism. En A. Orford y F. Hoffmann (Eds.), The Oxford 

Handbook of the Theory of International Law (pp. 407-426). Oxford Handbooks.  

Kashwan, P. (2021). Climate Justice in the Global North: An Introduction. Case Studies In The Environ-

ment, 5(1), 1-13. https://doi.org/10.1525/cse.2021.1125003 

https://doi.org/10.24215/2618303Xe070
https://opil.ouplaw.com/display/10.1093/law:epil/9780199231690/law-9780199231690-e1421?prd=MPIL
https://opil.ouplaw.com/display/10.1093/law:epil/9780199231690/law-9780199231690-e1421?prd=MPIL
https://www.juragentium.eu/?page_id=544
https://doi.org/10.1162/GLEP_a_00389
https://doi.org/10.31054/2314.3061.v13.n2.43092
https://aquiescencia.net/2022/10/24/cambio-climatico-y-derechos-humanos-el-caso-de-los-islenos-del-estrecho-de-torres/
https://aquiescencia.net/2022/10/24/cambio-climatico-y-derechos-humanos-el-caso-de-los-islenos-del-estrecho-de-torres/
https://doi.org/10.1093/jhuman/huac026
https://doi.org/10.1525/cse.2021.1125003


REDIC / Volumen 7, 070, 2024 / ISSN 2618-303X /https://doi.org/10.24215/2618303Xe070 

 / pp. ¡Error! Marcador no definido. - ¡Error! Marcador no definido. 

derechointernacional@iri.edu.ar  Página 146 

Korber Gonçalves, V., Machado Lemos Ribeiro, T. M., Aoki Inoue, C. Y. y Lins, J. (2024). Indigenous cli-

mate finance and the worlding of International Relations: climate justice in motion. Interna-

tional Relations, 38(3), 388-406. https://doi.org/10.1177/00471178241269764 

Malhotra, A. (1998). A commentary on the status of future generation as a subject of international law. En 

E. Agius y S. Busuttil (Coords.), Future generations and international law (pp. 39-50). Lon-

dres. 

McGregor, L. (2012). The role of supranational human rights litigation in strengthening remedies for tor-

ture nationally. The International Journal Of Human Rights, 16(5), 737-754. 

https://doi.org/10.1080/13642987.2012.685320 

Minnerop, P. (2023). Intergenerational Preparedness: Climate Change, Community Interest Obligations and 

the Environmental Rule of Law. Global Policy, 15(5), 20-41. https://doi.org/10.1111/1758-

5899.13219 

Mosler, H. (1980). Chapter III The Position of the Individual in the System of International Law. En H. 

Mosler, The International Society as a Legal Community (pp. 54–65) Brill | Nijhoff. 

https://doi.org/10.1163/9789004640498_007 

Palombino, G. (2020). La construcción del principio de equidad generacional: ¿Hacia una democracia sos-

tenible? Revista De Derecho Constitucional Europeo, 33. 

https://www.ugr.es/~redce/REDCE33/articulos/06_PALOMBINO.htm#dos 

Paust, J. J. (2010). Non-State Actor Participation in International Law and the Pretense of Exclusion. Vir-

ginia International Journal Of Law, 51(4), 977-1004. http://dx.doi.org/10.2139/ssrn.1701992 

Peters, A. (2024). Before Human Rights: The Formation of the International Legal Status of the Individual, 

1914-45. En A. Peters y T. Sparks (Eds.), The Individual in International Law, The History 

and Theory of International Law (pp. 119–164). Oxford Academic.  

Peters, A. y Sparks, T. (2024). Conclusions: Reconsidering the Individual in International Law. En A. Pe-

ters y T. Sparks (Eds.), The Individual in International Law, The History and Theory of Inter-

national Law (pp. 387-418). Oxford Academic.  

Petit de Gabriel, E. W. y Giménez, I. A. (2023). Solicitud de Opinión Consultiva a la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos presentada por la República de Chile y la República de Colombia so-

bre Emergencia Climática. Amicus Curiae. 

https://www.corteidh.or.cr/observaciones_oc_new.cfm?nId_oc=2634 

Petit de Gabriel, E. W. y Giménez, I. A. (2024). El derecho de los menores al acceso a la justicia y a recur-

sos efectivos y la regla de agotamiento de recursos internos en los procedimientos jurisdiccio-

nales y cuasi jurisdiccionales de protección internacional de los derechos humanos: una con-

tribución a partir de casos de la litigación climática. Convocatoria de propuestas sobre el pro-

yecto de Observación general nº 27 sobre el derecho del niño al acceso a la justicia y a re-

cursos efectivos. https://www.ohchr.org/en/calls-for-input/2024/call-submissions-draft-gene-

ral-comment-no-27-childrens-rights-access-justice 

Pureza, J. M. (2007). Usos contrahegemónicos y de oposición del derecho internacional: de la Corte Penal 

Internacional a la herencia común de la humanidad. En S. Boaventura de Sousa Santos y C. 

A. Rodríguez Garavito (Eds.), El derecho y la globalización desde abajo: hacia una legalidad 

cosmopolita (pp. 240-250). Anthropos. 

https://doi.org/10.24215/2618303Xe070
https://doi.org/10.1177/00471178241269764
https://doi.org/10.1080/13642987.2012.685320
https://doi.org/10.1163/9789004640498_007
https://www.ugr.es/~redce/REDCE33/articulos/06_PALOMBINO.htm#dos
https://dx.doi.org/10.2139/ssrn.1701992
https://www.corteidh.or.cr/observaciones_oc_new.cfm?nId_oc=2634
https://www.ohchr.org/en/calls-for-input/2024/call-submissions-draft-general-comment-no-27-childrens-rights-access-justice
https://www.ohchr.org/en/calls-for-input/2024/call-submissions-draft-general-comment-no-27-childrens-rights-access-justice


REDIC / Volumen 7, 070, 2024 / ISSN 2618-303X /https://doi.org/10.24215/2618303Xe070 

 / pp. ¡Error! Marcador no definido. - ¡Error! Marcador no definido. 

derechointernacional@iri.edu.ar  Página 147 

Raz, J. (2010). Human Rights in the Emerging World Order. Transnational Legal Theory Columbia Public 

Law Research Paper No. 09-219, Oxford Legal Studies Research Paper No. 47/2009, 31-47. 

http://dx.doi.org/10.2139/ssrn.1497055 

Ribot, J. (2010). Vulnerability does not fall from the sky: toward multiscale, pro-poor climate policy. En R. 

Mearns y A. Norton (Eds.), Social Dimensions of Climate Change: Equity and Vulnerability 

in a Warming World (pp. 47-74). The World Bank. 

Roucounas, E. (2019). A Landscape of Contemporary Theories of International Law. Brill | Nijhoff. 

https://doi.org/10.1163/9789004385368 

Shany, Y. (2013). The Effectiveness of the Human Rights Committee and the Treaty Body Reform. He-

brew University Of Jerusalem Research Paper, N° 2-13, 1-23. https://ssrn.com/ab-

stract=2223298 

Shelton, D. (15 de noviembre de 2023). Request for an Advisory Opinion on the Climate Emergency and 

Human Rights before Inter-American Court of Human Rights. https://www.corteidh.or.cr/ob-

servaciones_oc_new.cfm?nId_oc=2634 

Shikhelman, V. (2018). Access to Justice in the United Nations Human Rights Committee, Michigan Jour-

nal Of International Law, 39(3), 453-531. https://repository.law.umich.edu/mjil/vol39/iss3/5 

Slobodian, L. (2020). Defending the Future: Intergenerational Equity in Climate Litigation. Georgetown 

Environmental Law Review, 32, 569-589. https://www.law.georgetown.edu/environmental-

law-review/ 

Steiner, H. J. (2000). Individual claims in a world of massive violations: What role for the Human Rights 

Committee? En P. Alston y J. Crawford (Eds.), The Future of UN Human Rights Treaty Moni-

toring (pp. 15-54). Cambridge University Press. 

Sulyok, K. (2023). A rule of law revolution in future generations’ litigation – intergenerational equity and 

the rule of law in the Anthropocene. Re:constitution Working Paper, Forum Transregionale 

Studien, 14, 1- 28. https://doi.org/10.25360/01-2023-00005 

Surasky, J. L. (2022). In memoriam: Antônio Augusto Cançado Trindade. Revista Electrónica De Derecho 

Internacional Contemporáneo, 5(5). https://revistas.unlp.edu.ar/Redic/article/view/13885 

Tams, C. J. (2018). International Community as a Legal Notion. Global Cooperation Research Papers, 21, 

1-25. https://doi.org/10.14282/2198-0411-GCRP-21 

Villegas Delgado, C. y Alcaide-Fernández, J. (2023). In Memoriam Antônio Augusto Cançado Trindade 

(1947-2022), humanista y (re)humanizador del Derecho Internacional. Peace & Security-Paix 

et Sécurité Internationales (EuroMediterranean Journal Of International Law And Interna-

tional Relations), (11). https://doi.org/10.25267/Paix_secur_int.2023.i11.0901 

Watene, K. (2024). Indigenous Philosophy and Intergenerational Justice. En H. Abe, M. Fritsch y M. Wen-

ning (Eds.), Intercultural Philosophy and Environmental Justice between Generations: Indig-

enous, African, Asian, and Western Perspectives (pp. 17-32). Cambridge University Press.    

WYCJ, PISFCC, Sobenes, E., Alarcon, M. J. y Rose, J. (2024). The Youth Climate Justice Handbook. Le-

gal Memorandum. https://www.wy4cj.org/handbook 

https://doi.org/10.24215/2618303Xe070
https://dx.doi.org/10.2139/ssrn.1497055
https://doi.org/10.1163/9789004385368
https://ssrn.com/abstract=2223298
https://ssrn.com/abstract=2223298
https://www.corteidh.or.cr/observaciones_oc_new.cfm?nId_oc=2634
https://www.corteidh.or.cr/observaciones_oc_new.cfm?nId_oc=2634
https://repository.law.umich.edu/mjil/vol39/iss3/5
https://www.law.georgetown.edu/environmental-law-review/
https://www.law.georgetown.edu/environmental-law-review/
https://doi.org/10.25360/01-2023-00005
https://revistas.unlp.edu.ar/Redic/article/view/13885
https://doi.org/10.14282/2198-0411-GCRP-21
https://doi.org/10.25267/Paix_secur_int.2023.i11.0901
https://www.wy4cj.org/handbook

